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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de marzo del año 2012, dos mil doce. .  . . 

V I S T O para resolver el expediente número 019/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana ROSA ESTELA DE GUADALUPE TRUEBA DAVALOS, en contra del Presidente Municipal, del Tesorero Municipal, de la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro y de la Dirección General de Ingresos, todos del  Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la  parte actora  impugna  avalúo que fija el valor fiscal del 

inmueble, el oficio TES/DGIIC/3573/10, de fecha 03 tres de diciembre del año 2010, dos mil diez, por el que se le cobra impuesto predial por 8 ocho años y el requerimiento de pago número PR-2010-00119533, de fecha 20 veinte de septiembre del mismo año, del impuesto predial, recargos y gastos de ejecución. La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa, la del primer con la copia certificada que exhibió el Tesorero Municipal en la prueba de informe; la del segundo acto con el original del referido oficio; y, la del tercer  acto con la copia al carbón de mencionado requerimiento y con el estado de cuenta impreso el 13 trece de diciembre del 2011, dos mil once, escritos que obran en autos del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas en su contestación, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud que se consintieron los actos impugnados, ya que por un lado el requerimiento de pago se practicó el 05 cinco de octubre del año 2010, dos mil diez y establece el valor fiscal del inmueble por la cantidad de $572,181.42 (quinientos setenta y dos mil ciento ochenta y un pesos 42/100 moneda nacional) y con base a este se requirió de pago; y, es cierto que el 28 veintiocho de octubre, se recibió de la parte actora ante la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, pero esta no fue la Dependencia que emitió el requerimiento de pago; en dicho escrito no se hizo manifestación alguna respecto al avalúo, limitándose a manifestar inconformidad por el cobro del impuesto predial y los recargos, dicho avalúo se realizó a 09 nueve de junio de 2010, dos mil diez, cuando el inmueble se encontraba a nombre del ciudadano Manuel Arias García, por lo anterior los actos impugnados se encuentran consentidos tácitamente por no haberse impugnado dentro del término legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la ampliación de la demanda la actora aduce en esencia que el día 18 dieciocho de febrero del año 2011, dos mil once, tuvo conocimiento del avalúo       R 10020282 que impugna, y que lo conoció en el informe presentado por la Tesorería Municipal, porque no fue ordenado por escrito por el Tesorero, no le fueron notificados los resultados del avalúo, ni la determinación del crédito fiscal. .  . 

 
En la contestación de la ampliación de la demanda el Tesorero Municipal expresa en lo esencial que sostiene la actualización de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por las consideraciones vertidas en la contestación de la demanda, es decir, no se interpuso en tiempo el juicio de nulidad. . . . . . . .  . . . . . . .  
Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  principio, como antecedente cabe mencionar que la actora en la demanda manifiesta que tuvo conocimiento del requerimiento de pago combatido, el 28 veintiocho de octubre de 2010, dos mil diez y en esa fecha entregó un escrito en la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, inconformándose con el requerimiento de pago del impuesto predial, a la que recayó la respuesta que consta en el oficio número TES/DGII/3573/10, de fecha 03 tres de diciembre del mismo año, emitido por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, a través del cual se le informa que se le aplica un 40% cuarenta por ciento de descuento sobre los recargos del impuesto predial y que el error en los datos del propietario de la cuenta predial 02 T 021017 001, se corrigió en su momento. . . . . . 

Ante esta  respuesta escrita emitida por la Directora General de  Impuestos 

Inmobiliarios y Catastro, resulta evidente que no se consiente el requerimiento de pago que nos ocupa, en virtud de que esta autoridad demandada mediante este acto fiscal que consta en el referido oficio número TES/DGII/3573/10, se modifica la manifestación de voluntad expresada en el referido requerimiento en el sentido de  conceder el 40% cuarenta por ciento de descuento sobre los recargos del impuesto predial, expresándole que no cuenta facultades para cancelar gastos de ejecución y que no determina la prescripción de los crédito fiscales, debiéndose gestionar ante la Dependencia correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo lo anterior así, el multicitado oficio número TES/DGII/3573/10, es susceptible de impugnase en esta vía por vicios propios, de ahí resulta, que de declararse su nulidad el particular tiene la posibilidad de que se le reconozca el derecho expresado en su petición primigenia, con lo que se modificaría el contenido del requerimiento de pago impugnado e incluso la autoridad competente como lo es la Tesorera Municipal determinará la procedencia o no de la extinción de los créditos fiscales cobrados a través de ese requerimiento de pago. De esta manera, el término legal de 30 treinta días hábiles para presentar esta demanda, previsto en el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, empieza a computarse a partir del día siguiente a aquél en el que se notificó o se hizo sabedora la actora del oficio número TES/DGII/3573/10 y no es posible sobreseer el juicio respecto al requerimiento de pago tildado de ilegal, pues de proceder en el sentido del argumento de las autoridades demandadas se causaría un grave perjuicio a la parte actora por las razones que se expresaran en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que hace al avalúo del predio ubicado en calle Ancha sin número, de la Colonia San Pedro de los Hernández, de esta ciudad, la parte actora apoya la demanda y su ampliación respecto al consentimiento tácito en argumentos negativos, pues lisa y llanamente niega que se le haya notificado el avalúo impugnado y en consecuencia se ostenta sabedor hasta que la autoridad rindió la prueba de informe; de esta manera, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 47 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, las autoridades fiscales se encuentran constreñidas a desvirtuar ese negativa lisa y llana, por lo que es menester que agreguen a los autos del sumario las constancias o actas circunstanciadas relativas a las diligencias de la práctica de la notificación personal, como lo son la diligencia en la cual se realizó el citatorio para el caso de no encontrarse a la actora en la primer busca, así como la diligencia en la se realizó la notificación personal del día siguiente, formalidades exigidas por el artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; sin embargo, es el caso que las autoridades fiscales demandadas no aportaron al presente Juicio las actas circunstanciadas levantadas con motivo de la notificación personal de los resultados del avalúo, por tal virtud, para efectos del presente proceso se tiene a la ciudadana Rosa Estela de Guadalupe Trueba Dávalos, por haciéndose sabedora del avalúo impugnado hasta la fecha que manifiesta en la demanda y en su ampliación, de esta forma es evidente que no se consintió de manera tácita el avalúo a debate y por consiguiente la demanda de nulidad se encuentra presentada dentro del plazo establecido en el primer párrafo del artículo 263 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


El Tesorero Municipal y la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en su contestación hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que el estado de cuenta por si solo no afecta el interés jurídico de la actora, ya que carece de firma, sello, certificación o de cualquier otro signo que haga presumir la autoridad emisora y no surte efecto jurídico alguno, por lo que el juicio es improcedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el considerando que antecede, se expresan los actos impugnados y es el caso que el estado de cuenta no se impugna por vicios propios, sino que se exhibe para acreditar la existencia del monto del impuesto predial determinado en cantidad liquida, los recargos y los gastos de ejecución, de este modo, en la especie dicho documento no se toma como acto fiscal y en el presente proceso se le dan los efectos y alcances jurídicos expresados en el anterior considerando, motivo por el cual no es procedente sobreseer el juicio respecto al estado de cuenta que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Que haciendo un estudio integral de la demanda se advierte que en el punto 8 ocho de hechos, la actora expresa un concepto de impugnación o de agravio en el sentido de que los impuestos que corresponden a los últimos 5 cinco años es correcto que se le cobren, conforme a las bases que establece el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, mismos que legalmente le corresponde pagar, pero se inconforma con el cobro de los impuestos anteriores a los 5 cinco años y la base para el cobro de impuestos que establece el nuevo avalúo, así como los recargos y los gastos de ejecución, son improcedentes, primero porque nunca se emitió el pago de los impuestos y fue la actora quien descubrió el error y se lo hizo saber a la Dirección General de  Impuestos Inmobiliarios y Catastro, a través del señor Manuel Arias García, a fin de que se regularizara esta situación y no hay fundamento para el cobro de los recargos, por tratarse de un acto derivado de un error de la propia autoridad y segundo se practicó un avalúo a posteriori, violando los requisitos que establece la Ley; sigue manifestando en el punto 9 nueve de hechos de la demanda que el cobro de 5 cinco años no esta fundado ni motivado, contradice las disposiciones que establecen que los créditos surgen a partir del avalúo y se extinguen en 5 cinco años, suponiendo sin conceder que se debieran impuestos, las autoridades solo podrán cobrar los últimos 5 cinco años ya que carecen de facultades para cobrar los de plazos anteriores, el cobro de los recargos  tampoco esta fundado, ni motivado y lo accesorio sigue la suerte de lo principal, si no se deben impuestos tampoco se deben recargos, pues en el requerimiento de pago no se menciona su fundamento jurídico para cobrar impuestos por 8 ocho años, ni para el cobro de los recargos, siendo el caso que los impuestos anteriores a 5 cinco años están afectados de caducidad, según lo establece el artículo 39 de la citada Ley de Hacienda y los recargos en su caso también caducan. Por su parte, el Tesorero Municipal y la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en su respectiva contestación de demanda expresan en lo toral respecto a estos puntos de agravio que es correcto el pago de 8 ocho años, ya que como lo manifiesta la propia actora en el punto 4 cuatro de hechos “vecino al mío y quien durante ocho años pago el impuesto” y sostienen que el cobro es legal. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se precisa que estos dos conceptos de impugnación se analizan de manera conjunta, en virtud de que la argumentación en ambos puntos está relacionada entre sí y se formula respecto a la caducidad de la facultad para determinar el crédito derivado del impuesto predial; y, en segundo lugar se menciona que la caducidad del crédito fiscal controvertido es de estudio preferente en esta sentencia, porque de resultar fundado, sería innecesario y ocioso el análisis de la legalidad o ilegalidad del cobro del impuesto predial de los 5 años anteriores, toda vez que si ya operó la caducidad, será suficiente para declarar la nulidad solicitada, favoreciéndolo así en forma total y definitiva a la actora en este aspecto de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su artículo 39 prevé la caducidad de las facultades de las autoridades fiscales Municipales para determinar obligaciones fiscales, fijar las bases para su liquidación o fijar los créditos fiscales en cantidad liquida, y en su artículo 60 contempla la prescripción de los créditos fiscales; por su parte el artículo 39 establece: . . . .  . . . . 

“Artículo 39.- Las facultades de las autoridades fiscales para determinar la existencia de obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o fijarlas en cantidad líquida, para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, así como las facultades de verificar el cumplimiento de dichas disposiciones, se extinguen en el término de cinco años, no sujeto a interrupción ni suspensión. Dicho término empezará a correr a partir:

I.- Del día siguiente al en que se hubiere vencido el plazo establecido por las disposiciones fiscales para presentar declaraciones, manifestaciones y avisos;

II.- Del día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito fiscal, si no existiera obligación de presentar declaraciones, manifestaciones o avisos; y

III.- Del día siguiente al en que se hubiere cometido la infracción a las disposiciones fiscales, pero si la infracción fuere de carácter continuo, el término correrá a partir del día siguiente al en que hubiere cesado.

Las facultades de las autoridades para investigar hechos de delito en materia fiscal, no se extinguirán conforme a este artículo.
El plazo señalado en este artículo no está sujeto a interrupción y sólo se suspenderá cuando se interponga algún recurso administrativo o juicio.

Los contribuyentes, transcurridos los plazos a que se refiere este artículo podrán solicitar se declare que se han extinguido las facultades de las autoridades fiscales.”
Del  anterior  numeral  se  colige que  la  caducidad es la  sanción  que  se le 

impone al fisco Municipal por su inactividad e implica necesariamente la pérdida o la extinción para el propio fisco, de la facultad o del derecho para determinar, liquidar o fijar en cantidad líquida una obligación fiscal y establece el plazo de 5 cinco años para que se extingan las facultades de las autoridades fiscales para determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios; siendo lo anterior así, después de 5 cinco años fenecen las facultades de la autoridad fiscal para determinar la existencia de obligaciones fiscales, o bien, para la liquidación de créditos fiscales, entre otras; de esta manera, por el simple transcurso de ese tiempo el Tesorero Municipal en la especie se encuentra impedido para emitir una resolución en la que finque o determine en cantidad liquida los montos, por tal virtud, resulta que caducaron sus facultades para fijar a su favor en cantidad líquida el crédito fiscal por impuesto predial en los 6 seis bimestres de los años 2002 dos mil dos, 2003 dos mil tres, 2004 dos mil cuatro y 2005 dos mil cinco; respecto a este último año, se aclara que la caducidad se interrumpió el día 10 diez del mes de enero del año 2011, dos mil once, en razón de que la parte actora en esta fecha presentó este proceso, el que por razón de turno le correspondió conocer a este Juzgado Administrativo, según lo dispone el penúltimo párrafo del artículo 39 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de este modo, el impuesto predial sólo debe cobrarse por los 5 cinco años anteriores del primer bimestre del año 2010, dos mil diez, es decir, los 6 seis bimestres de los años 2010 dos mil diez, 2009 dos mil nueve, 2008 dos mil ocho, 2007 dos mil siete y 2006 dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 

Ahora bien, cabe resaltar que este término de 5 cinco años, para que se extingan las facultades de las autoridades fiscales para determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, de acuerdo a lo señalado por el artículo 39, fracción ll, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se inicia a computar a partir de día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito fiscal; por su parte, el artículo 161, primer párrafo, de la aludida Ley de Hacienda, dispone que “Están obligados al pago de este impuesto las personas físicas o morales que sean propietarias o poseedoras de inmuebles por cualquier título.”. En este precepto encontramos el hecho generador del impuesto, ya que por el simple hecho de ser propietario o poseedor de un inmueble, por cualquier título, tiene la carga de pagar al Municipio el impuesto predial, en forma anual en una solo exhibición durante el primer bimestre, o bien en 6 seis exhibiciones bimestrales, dentro del primer mes que corresponda, conforme a lo estipulado por el artículo 165 de la citada Ley de Hacienda, el que dispone: “Este impuesto deberá cubrirse por anualidad en una sola exhibición durante el primer bimestre del año, o bien, por bimestre dentro del primer mes que corresponda, a elección del contribuyente, hecha excepción de las cuotas mínimas a que se refiere la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado, las cuales deberán cubrirse por anualidad durante el primer bimestre.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo la tesitura de este último artículo, en el caso de la parte actora el plazo de 5 cinco años para que opere la caducidad de las facultades de las autoridades fiscales Municipales debe computarse por bimestre de cada año, del 2002 dos mil dos al 2005 dos mil cinco, luego, si el impuesto predial debe pagarse dentro del primer mes del bimestre que corresponda, entonces se cuenta a partir del último día de los meses de enero, marzo, mayo, julio, septiembre, noviembre de cada año transcurrido durante el periodo de los primeros 5 cinco años, esto es, del año 2002 dos mil dos al año 2005 dos mil cinco, por ello, solo hasta el sexto bimestre de este último año se encuentran extinguidas las atribuciones del fisco Municipal para determinar o fincar el crédito derivado del impuesto predial, empero si tiene facultades para determinar y liquidar dicha obligación fiscal o para dar las bases para su liquidación respecto al crédito fiscal por impuesto predial del año 2006 dos mil seis, en adelante, contribución que deberá cobrarse en los términos señalados en el siguiente considerando; lo anterior es así, en razón de que la figura jurídica de la caducidad tiene como propósito establecer una consecuencia legal al no ejercicio de las facultades de determinación de las autoridades fiscales, pues el legislador mediante la Ley le impone a la autoridad limites al ejercicio de sus facultades. . . . . . 

QUINTO.-  Que haciendo un estudio integral de la demanda se advierte que en el punto 2 dos de hechos, la actora expresa un concepto de impugnación o de agravio en el sentido de que el avalúo no se realizó como lo determinan los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ya que el Tesorero ni lo ordenó, ni lo hizo por escrito, ni los peritos se presentaron en el inmueble en días y horas hábiles, por tanto, tampoco se identificaron con la documentación correspondiente, ni tampoco mostraron la orden por escrito para hacer el avalúo, ni se notificó dicho avalúo. En tanto, que el Tesorero Municipal en la contestación de demanda aduce en lo esencial que el avalúo se realizó al inmueble en el tiempo que pertenecía o estaba a nombre del ciudadano Manuel Arias García y a la parte ahora actora no se le causa agravio. .  . 
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, los artículos 176 y 177 de la  Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contemplan formalidades para la práctica de los avalúos, respecto de inmuebles ubicados en los Municipios de nuestra Entidad, numerales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto. 

Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. 

La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicando los valores unitario del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado.” 

“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.

Si los ocupantes se opusieran en cualquier forma a la inspección del perito designado  para  efectuar la  valuación, éste lo hará constar en acta circunstanciada firmada por él y dos testigos e informará esa situación a la Tesorería Municipal para que se apliquen las sanciones correspondientes.

En estos casos la valuación se hará con base en los elementos de que se disponga.” 

De los numerales transcritos, se desprende que el Tesorero Municipal para valuar un terreno baldío, previamente debe cumplir con los requisitos o formalidades siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborarlo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo este tesitura, es el caso que le asiste la razón a la parte actora, toda vez que el entonces Tesorero Municipal omitió exhibir al presente proceso la orden de valuación, el acta circunstanciada de la visita física al inmueble materia de la valuación y la notificación de los resultados del avalúo, pues estos son actos previos a la emisión del avalúo que fija el valor fiscal que sirvió de base para la determinación y cobro del impuesto predial que nos ocupa, sin embargo; partiendo de la anterior premisa, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las etapas formales del procedimiento de valuación; de este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; y, por tanto, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y es el caso que no cumplió esas formalidades al omitir la orden de valuación, la visita física al inmueble materia de la valuación y la notificación de los resultados del avalúo, por otra parte, al respecto cabe mencionar que la parte actora no es la destinaria del avalúo impugnado, ya que se encuentra elaborado a nombre del ciudadano Manuel Arias García y además de que no fue notificado a la justiciable antes de la presentación de la demanda, por ende, dicho acto fiscal no surte efectos jurídicos frente a la impetrante; vicios que originan la ilegalidad del avalúo impugnado que fija el nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ende, el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de decretarse la nulidad lisa y llana del los siguientes actos: el oficio TES/DGIIC/3573/10, de fecha 03 tres de diciembre del año 2010, dos mil diez, por el que se le cobra impuesto predial por 8 ocho años; y, el avalúo fiscal identificado con folio número R-10020282, de fecha 09 nueve de junio del mismo año, que fija el nuevo valor fiscal otorgado al inmueble, registrado bajo la cuenta predial número 02-T-021017-001 y de su acto consecuente como lo es el requerimiento de pago del impuesto predial, identificado con el número PR-2010-00119533, de fecha 20 veinte de septiembre del referido año, por la cantidad de $12,876.46 (doce mil ochocientos setenta y seis pesos 46/100 moneda nacional), por concepto de impuesto predial, recargos de predial, honorarios de avalúo y gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por consiguiente, ante la declaración de nulidad del oficio TES/DGIIC/3573/10, de fecha 03 tres de diciembre del año 2010, dos mil diez, y del avalúo fiscal identificado con folio número R-10020282, de fecha 09 nueve de junio del mismo año, de acuerdo a lo establecido por el artículo 300, fracción V, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al actor se reconoce el derecho previsto en el artículo 39, fracción ll, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que ya no se le determine y cobre el impuesto predial por los primeros 5 cinco años, en virtud de que se encuentran extinguidas las atribuciones del fisco Municipal para determinar o fincar el crédito derivado del impuesto predial, por las razones expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia y para que a la actora se le restituya parte de la cantidad pagada bajo protesta por impuesto predial; de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos violados, por ende, a fin de brindar justicia y de no violarle a la ciudadana Rosa Estela de Guadalupe Trueba Dávalos, el derecho humano de protección judicial que debemos interpretar como la función jurisdiccional, bajo esta premisa, conforme a lo señalado por el artículo 300, fracción VI, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena al Tesorero Municipal, que no determine el impuesto predial del primer bimestre del año 2002 dos mil dos al sexto bimestre del 2005 dos mil cinco, pues solo tiene facultades para determinar y liquidar dicha obligación fiscal o para dar las bases para su liquidación respecto al crédito fiscal por impuesto predial del año 2006 dos mil seis, en adelante, por las razones expresadas en el considerando que antecede; además, al declararse la nulidad del avalúo impugnado, lo apegado a derecho es que se determine y liquide la referida contribución tomando como base del impuesto predial el último valor fiscal registrado, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en consecuencia, dicha determinación tampoco podrá comprender los recargos por los años que no se cubrió el impuesto predial, ni los gastos de ejecución, ni los honorarios del avalúo, pues de no proceder de esta manera la autoridad fiscal Municipal actuará de manera ilegal, en este orden de ideas, la autoridad fiscal deberá devolver a la justiciable la diferencia que exista entre la cantidad que arroje la determinación del crédito fiscal calculada en términos de este fallo y el monto de $12,933.61 (doce mil novecientos treinta y tres pesos 61/100 moneda nacional), pagada bajo protesta por la parte actora y una vez declarada ejecutoriada esta sentencia, deberá informarse a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este  fallo y exhibir las constancias relativas a su observancia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, no se omite mencionar que a pesar de que la actora demanda el reconocimiento del derecho amparado por una norma jurídica en la ampliación de la demanda, se abordó la procedencia del reconocimiento del derecho y la pretensión de condena, en virtud de que conforme a lo previsto por el artículo 1° en relación con el 133, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el primero reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, este Órgano de Control de Legalidad, se encuentra obligado a proteger y garantizar los derechos humanos de las personas, numerales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
 “Artículo 1°.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”


Adminiculando entre sí estos dos preceptos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si estos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio, los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, - de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos jurisdiccionales se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en esta Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del día 16 dieciséis de diciembre del año de 1976, mil novecientos setenta y seis, aprobado por el Senado de la República y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno; en su artículo 2° dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


“1.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respectar y  garantizar a todos los individuos que se encuentran en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin discriminación alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 


2.- Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales  y  las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.


3.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar que: 


a).- Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;

b).- La autoridad competente judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera ora autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso y desarrollará las posibilidades del recurso judicial; 


c).- Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”

Mientras que, en relación a los derechos humanos la Convención Americana 

de Derechos Humanos “Pacto de San José”, debidamente aprobada por el Senado de la República y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno, en su artículo 1° establece: . . .  . . . . 

“Artículo 1°.- Obligación de respectar los Derechos.

1.- Los Estados Partes en esta Convención se  comprometen a respectar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2.- Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”

Como se puede observar en los preceptos transcritos en supralíneas tanto de nuestra Carta Magna como de los tratados internacionales, la función jurisdiccional comprende la tutela de los Derechos Humanos de las personas, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, motivo por el cual este Órgano Jurisdiccional Municipal en materia administrativa de acuerdo a dichas disposiciones se encuentra constreñido a proteger el derecho humano de protección judicial con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de este modo, en la especie a efecto de bridar seguridad jurídica frente a las actuaciones arbitrarias de las autoridades Municipales demandadas y además por todo lo anterior se abordó el reconocimiento del derecho y la condena a la autoridad en los términos y condiciones expresados en párrafos anteriores, partiendo y sustentando este fallo en el tradicional concepto de justicia que nos dice que “es la constante y perpetua voluntad de dar a cada quien lo suyo”. -Ulpiano-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción II, V y VI, y 302 fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del oficio TES/DGIIC/3573/10, de fecha 03 tres de diciembre del año 2010, dos mil diez, por el que se le cobra impuesto predial por 8 ocho años; y, del avalúo fiscal identificado con folio número R-10020282, de fecha 09 nueve de junio del año 2010, dos mil diez, que fija el nuevo valor fiscal otorgado al inmueble, registrado bajo la cuenta predial número 02-T-021017-001, así como de su acto consecuente como lo es el requerimiento de pago del impuesto predial, identificado con el número                PR-2010-00119533, de fecha 20 veinte de septiembre del mismo año, por la cantidad de $12,876.46 (doce mil ochocientos setenta y seis pesos 46/100 moneda nacional), por concepto de impuesto predial, recargos de predial, honorarios de avalúo y  gastos  de   ejecución;  lo  anterior,  por   las  razones  lógicas  y   jurídicas  

expuestas en el cuarto y quinto considerandos de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . .
TERCERO.- Se le tiene por RECONOCIENDO EL DERECHO a la justiciable, para que no se le determine el impuesto predial del primer bimestre del año 2002 dos mil dos al sexto bimestre del 2005 dos mil cinco; y, para que en la determinación y liquidación del crédito fiscal por impuesto predial del año 2006 dos mil seis, en adelante, se fije como base del impuesto predial el último valor fiscal registrado, no comprenda los recargos por los años que no se cubrió el impuesto predial, ni los gastos de ejecución, ni los honorarios del avalúo; y, para que la autoridad fiscal devuelva a la justiciable la diferencia que exista entre la cantidad que arroje la determinación del crédito fiscal calculada en términos de este fallo y el monto de $12,933.61 (doce mil novecientos treinta y tres pesos 61/100 moneda nacional), pagada bajo protesta por la parte actora y una vez declarada ejecutoriada esta sentencia, deberá informarse a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas  expuestas en el cuarto y quinto considerandos de esta resolución. . . . . . . .  . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 27 DE MARZO DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 019/2011-JN.


